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1. Edad de tener derechos
El Informe sobre los derechos del niño 2024, como cada año, da cumplimiento a lo establecido 
en la Ley 14/2010, de 27 de mayo, de los derechos y las oportunidades en la infancia y la 
adolescencia (LDOIA, art. 29.2), que obliga a la institución del Síndic de Greuges a presentar 
anualmente en el Parlamento de Cataluña un informe específico sobre la situación de la 
infancia en Cataluña y el cumplimiento de la Convención de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos del Niño (CDN).

La aprobación de la CDN supuso un cambio de paradigma en la forma de concebir la 
infancia. Antes de la CDN, el niño se consideraba un proyecto de persona, un ser incompleto 
y dependiente de sus progenitores o tutores legales, con unos derechos supeditados a las 
necesidades y a la voluntad de estos, que deciden por él. Con la CDN, se reconoce a los niños 
como personas con derechos y oportunidades propios, que van más allá de las decisiones de 
los adultos responsables. Por tanto, deben tenerse en cuenta sus necesidades y opiniones y 
debe priorizarse su interés. Son niños y adolescentes en edad de tener derechos. 

Es más, la edad condiciona las garantías necesarias para asegurar el ejercicio efectivo 
de los derechos de las personas y también la valoración que se hace del paso del tiempo. 
Los niños y adolescentes están sujetos a una mayor protección, y el paso del tiempo es 
especialmente importante para su desarrollo, ya que representa una parte significativa de 
una vida todavía corta (como también sucede en la etapa final de la vida, cuando queda 
poco tiempo por vivir).

1.1. Minoración de la infancia  

Aunque todas las personas son sujetos de derechos, no todas tienen los mismos ni los 
ejercen de la misma manera. La edad es uno de los factores clave para comprender 
las diferencias en el reconocimiento y el disfrute de derechos entre un bebé, un 
adolescente, una persona joven o una persona mayor, por ejemplo. Estas diferencias 
pueden explicarse por factores relacionados con el desarrollo biológico, psicológico 
o social, que en parte dependen del simple paso del tiempo, pero también de factores 
socioculturales y sociohistóricos, que determinan lo que las personas pueden o 
deberían hacer, y lo que no les corresponde hacer, en función de su edad.

Así, en lo que se refiere a la edad, se construye una capacidad biológica de las 
personas para tomar determinadas decisiones y hacer determinadas cosas, así 
como una capacidad jurídica, es decir, los derechos y las obligaciones que tienen 
como ciudadanos. La capacidad natural, que tiene una base biológica, se construye 
también socialmente, a partir de la formación que reciben las personas a lo largo 
de la vida o de las expectativas culturales depositadas en función de su edad, entre 
otros. Precisamente, en nuestra sociedad, la infancia es una etapa vital en la que la 
capacidad natural y jurídica de las personas está condicionada y se pone en cuestión.
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Esta diferenciación entre la capacidad natural y la capacidad jurídica de las personas 
en función de la edad puede ser una fuente de desigualdad o discriminación, 
especialmente cuando limita el acceso a derechos y oportunidades sin razones 
objetivas que lo justifiquen. La CDN y el resto del ordenamiento jurídico establecen 
que los poderes públicos deben respetar y asegurar los derechos a todos los niños sin 
ningún tipo de discriminación (art. 2 de la CDN, art. 9 de la LDOIA). La Ley 19/2020, 
de 30 de diciembre, de igualdad de trato y no discriminación, recuerda que la edad es 
también fuente de discriminación [art. 1.3.c)], a través del edadismo. 

El edadismo es una forma de discriminación relacionada con los estereotipos y 
prejuicios que tenemos en relación con la edad. Estos prejuicios pueden operar 
del mismo modo que los del racismo o el sexismo, y contribuyen a naturalizar una 
inferiorización o una concepción negativa de un colectivo de una edad determinada, 
valorándolo en su conjunto, sin tener en cuenta la individualidad y la diversidad 
interna, por el simple hecho de tener la edad que tiene. De este modo, se menosprecian 
su valor social y sus capacidades, se ignoran sus opiniones, se invisibiliza y no se 
tienen en cuenta sus necesidades. 

El edadismo se utiliza especialmente para describir la discriminación que sufren las 
personas mayores, pero también afecta a niños y adolescentes. Algunas de las formas 
en que este edadismo se manifiesta hacia los niños y adolescentes están relacionadas 
con concepciones de la infancia basadas en: 

a) La asimilación de la minoría de edad a la (in)capacidad natural: la infancia inmadura, 
irresponsable e incompleta. La propia condición de niño se construye a menudo 
sobre la base de una capacidad natural limitada por el grado de madurez o autonomía 
personal. A su vez, esto limita la aptitud de los niños para ejercer determinados 
derechos, que quedan supeditados a los de los adultos responsables. La adolescencia, 
por ejemplo, se asocia frecuentemente con cierta irresponsabilidad o falta de criterio.

Esta valoración cambia al alcanzar la mayoría de edad, a partir de los dieciocho 
años (art. 12 de la Constitución Española; libro segundo, art. 211-4, del Código Civil de 
Cataluña). Con esta edad se otorga a los jóvenes la plena capacidad de obrar y ejercer 
los derechos por sí mismos, y se considera que tienen plena responsabilidad sobre 
sus propios actos. En contraste con la mayoría de edad, la minoría de edad se define 
por sus limitaciones y privaciones, por no disponer de plenas capacidades de obrar y 
ejercer los propios derechos sin la asistencia de otros, en comparación con la plenitud 
alcanzada en la adultez. De acuerdo con esta concepción, el niño es primordialmente 
un proyecto de persona adulta.

b) La invisibilización de la infancia y la supeditación de sus decisiones a las personas 
adultas: la infancia ignorada, silenciada y supeditada. La patria potestad es una 
institución familiar que determina el conjunto de derechos y deberes que la ley otorga a 
los progenitores sobre sus hijos menores de edad y no emancipados. Los progenitores, 
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para cumplir las responsabilidades parentales, tienen la potestad respecto a los hijos 
menores (libro segundo, art. 236-1, del Código Civil de Cataluña). La potestad parental 
incluye la responsabilidad de proteger, educar, alimentar y formar integralmente a los 
hijos, pero también la capacidad de tomar decisiones sobre su vida o de representarlos 
legalmente, entre otros.

Esta realidad a menudo va acompañada de la idea de que los niños y los adolescentes 
son “propiedad” de los progenitores, y que sus decisiones están supeditadas a la 
voluntad de estos. Cabe recordar que la potestad remite a la noción de poder, facultad 
o dominio que se tiene sobre una persona o un bien.

Esta concepción de la infancia refuerza la idea de que los niños y adolescentes (y 
todo lo que les afecta) forman parte del ámbito familiar privado, fuera del alcance 
de los poderes públicos. Esto contribuye con frecuencia a la invisibilización de las 
necesidades de los niños y adolescentes en la esfera pública, a ignorar sus opiniones 
o a no tener suficientemente en cuenta sus intereses, ya que se considera que esta 
responsabilidad recae en los progenitores.

c) La preparación para el mundo adulto como ciudadanos del futuro: la infancia 
dependiente, improductiva, costosa y molesta. Esta supeditación de la infancia al 
mundo adulto también se observa en los discursos que valoran esta etapa vital según las 
responsabilidades y experiencias que caracterizan la vida de los adultos, más allá de las 
responsabilidades familiares de los progenitores. Una de las principales responsabilidades 
de los adultos en las sociedades occidentales es trabajar, garantizar el propio sustento 
económico, valerse por sí mismos y contribuir al desarrollo de la sociedad. 

Desde esta perspectiva, hay discursos que refuerzan la idea de que los niños y adolescentes 
no están preparados todavía para funcionar en el mundo adulto, que no contribuyen al 
sistema productivo y que su situación de dependencia representa una carga y un coste de 
mantenimiento a sus progenitores y también a los poderes públicos, que deben implantar 
políticas para su cuidado. Su comportamiento, que todavía no está adaptado al mundo 
adulto, puede considerarse molesto, de modo que debe contenerse, domesticarse y 
moldearse. La expectativa es que la inversión hecha en el presente retorne al conjunto de 
la sociedad cuando estos niños sean adultos, en el marco de un pacto intergeneracional. 
Esta concepción parte de la idea de que lo que hacemos por los niños no tiene sentido por 
lo que son en el presente, sino porque son los ciudadanos del futuro.

d) Las restricciones fundamentadas en la vulnerabilidad de la infancia: la infancia 
vulnerable, sobreprotegida y limitada. La falta de autonomía plena o el hecho de estar 
en pleno proceso de desarrollo hacen que los niños sean especialmente sensibles a 
las condiciones en las que viven y que esta etapa vital se considere muy vulnerable. 
Sin embargo, esta vulnerabilidad también se utiliza para reforzar discursos de 
sobreprotección, basados en la debilidad de los niños, que a su vez limitan su acceso a 
oportunidades básicas o al desarrollo de su autonomía, porque el mundo exterior está 
lleno de riesgos.
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Vulnerabilidad derivada del edadismo

Los discursos que inferiorizan la infancia también generan vulnerabilidad y 
desprotección, ya que tienen un impacto negativo en el bienestar físico, mental y 
emocional de las personas que los padecen y en su desarrollo.

El edadismo condiciona el comportamiento de las personas y los profesionales 
que interactúan con los niños y adolescentes, lo que limita sus oportunidades y el 
ejercicio efectivo de sus derechos. Esto sucede, por ejemplo, cuando las opiniones 
de los niños y adolescentes no se toman en serio y se infravaloran, con el pretexto 
de que no tienen suficiente experiencia o conocimiento; cuando se les sobreprotege 
o se les imponen restricciones a la hora de acceder a determinadas actividades o 
recursos pensando que no los sabrán utilizar de forma responsable o que no se sabrán 
comportar adecuadamente; cuando no se escuchan los signos de sufrimiento de un 
niño porque se cree que no tiene un criterio lo suficientemente formado o porque se 
considera que lo que le ocurre pertenece al ámbito familiar, o cuando los adolescentes 
son etiquetados de problemáticos, impulsivos o irreflexivos sin tener en cuenta las 
circunstancias individuales que pueden influir en su comportamiento, entre otros.

Al mismo tiempo, estas concepciones de la infancia inferiorizada o minorizada tienen 
un impacto en el diseño de las políticas públicas. Dicho impacto se constata, entre 
otros, en políticas que responden más a los intereses de los adultos o que no tienen 
suficientemente en cuenta las necesidades de los niños. Algunos ejemplos de estas 
políticas son: la educación infantil de primer ciclo vista más como una herramienta 
para la conciliación de la vida laboral y familiar de los progenitores que como un 
derecho a la educación de los niños; la prohibición a los niños de jugar en el espacio 
público, o la concepción inicial de que los niños eran los principales transmisores de 
la covid-19, que hizo que no se les permitiera salir a la calle durante meses, mientras 
que los adultos o los animales de compañía tenían más libertad.

El límite de edad que establece la CDN para ser considerado niño, que se sitúa en los 
dieciocho años (art. 1), implica un tratamiento diferencial que no se basa tanto en la 
limitación de lo que pueden hacer como en la protección de sus derechos, en beneficio 
de los niños. De acuerdo con la CDN, una de las principales diferencias entre los niños 
y los adultos es que los primeros tienen garantizada una asistencia y una atención 
especiales, además de una priorización de sus intereses. Alcanzar la mayoría de edad 
no solo comporta, desde una perspectiva no adultocéntrica, salir de una etapa de 
restricciones, sino también dejar esa condición de persona especialmente protegida.
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1.2. Minorías y mayorías de edad en la infancia  

La infancia no representa una realidad monolítica en cuanto al reconocimiento y 
disfrute de derechos. Hay minorías y mayorías de edad dentro de la propia infancia. 
Algunos niños y adolescentes tienen reconocidos determinados derechos o una 
determinada capacidad de obrar, que no están garantizados para otros niños y 
adolescentes, básicamente por su edad. Los discursos de inferiorización de la infancia 
también operan de manera diferente en función de la edad. 

Este informe analiza la incidencia de la edad en el ejercicio de los derechos a partir de 
tres dimensiones clave:  

a) El reconocimiento de los derechos en función de la edad: edades más o menos 
protegidas. Una primera dimensión está relacionada con la capacidad jurídica que 
nuestro ordenamiento reconoce a los niños y adolescentes como titulares de derechos. El 
reconocimiento de los derechos es fundamental para poder exigirlos frente a los poderes 
públicos y para aumentar las garantías de acceso a determinadas oportunidades. 

La propia CDN define una serie de derechos de protección (derecho a la vida, protección 
frente a abusos, violencia, explotación laboral o sexual, etc.), derechos de provisión 
(atención sanitaria, educación, etc.) y derechos de participación (libertad de expresión, 
asociación, etc.), que ya están reconocidos para el conjunto de la población. Sin 
embargo, ciertos derechos son específicos de los niños y adolescentes: el derecho a ser 
escuchado, el derecho a vivir en familia, el derecho a la protección frente al maltrato o 
el derecho al ocio, entre otros. La edad, desde este punto de vista, ya es un factor clave 
para comprender el alcance del reconocimiento de estos derechos. 

Ahora bien, más allá de los derechos reconocidos específicamente a los niños y 
adolescentes por el simple hecho de serlo, hay derechos que no se reconocen de la 
misma manera a todos ellos. Es el caso del derecho a la escolarización o el derecho al 
trabajo, por citar algunos ejemplos, que están condicionados por la edad.

b) La capacidad de agencia en función de la edad: edades más o menos empoderadas. 
Una segunda dimensión tiene que ver con la capacidad de obrar o actuar, que no coincide 
necesariamente con la capacidad jurídica. Tal y como ya se ha dicho, el niño es una 
persona que está sometida a una potestad ajena, generalmente la de sus progenitores 
a través de la potestad parental (art. 236-1 del Código Civil de Cataluña). Por tanto, la 
capacidad de decisión de los niños y adolescentes en muchos aspectos está limitada 
por ley, por esta capacidad de decisión de los progenitores.

La capacidad de obrar o actuar responde a la capacidad de las personas para ejercer los 
propios derechos y para hacer frente, por sí mismas, a sus obligaciones. Dicha capacidad 
se fundamenta en la capacidad natural de las personas y se alcanza plenamente con la 
mayoría de edad, y las limitaciones a la capacidad de obrar deben interpretarse de forma 
restrictiva, atendiendo a la capacidad natural (art. 211-3 del Código Civil de Cataluña). 
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Así pues, los niños y adolescentes tienen reconocida esta capacidad de obrar en 
determinados ámbitos y en función de su edad y grado de madurez.  

c) La garantía efectiva del derecho y las discriminaciones por razón de la edad: edades 
más o menos cubiertas. Una tercera dimensión está asociada con la capacidad de los 
niños de ejercer efectivamente los derechos que tienen reconocidos. La capacidad 
jurídica de los niños y adolescentes y el reconocimiento de sus derechos no comportan 
necesariamente que estos derechos puedan ejercerse plenamente, en parte porque 
las políticas públicas no cubren por igual las necesidades del conjunto de niños y 
adolescentes. De hecho, la actividad de la institución del Síndic de Greuges constata 
vulneraciones de derechos de los niños que están jurídicamente reconocidos. En este 
sentido, la edad también puede convertirse en un factor de desigualdad en el ejercicio 
efectivo de los derechos.
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2. Manifestación del edadismo en la 
infancia

La infancia está especialmente protegida por ser una etapa vital crucial en el desarrollo 
físico, mental, emocional y social de las personas. Además, la falta de autonomía de los 
niños hace que sean personas más vulnerables a situaciones de negligencia, violencia o 
desigualdad. Los derechos de los niños deben ser especialmente protegidos y respetados 
para garantizar unas condiciones de bienestar y seguridad suficientes que les permitan 
crecer y desarrollarse plenamente.

En el ordenamiento jurídico, esta protección especial se constata, entre otros, en la 
existencia de una legislación específica, como la Ley 14/2010, de 27 de mayo, de los 
derechos y las oportunidades en la infancia y la adolescencia (LDOIA) y la Ley orgánica 
8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la 
violencia (LOPIVI). También se constata en el hecho de que se hayan establecido una serie 
de derechos propios para los niños y adolescentes (derecho a ser escuchados, derecho a 
la protección contra el maltrato, derecho al ocio, etc.), en el hecho de que se priorice el 
interés del menor y en el hecho de que determinados derechos se conciban en su grado 
máximo o más amplio posible (derecho al máximo desarrollo, derecho al nivel más alto 
de salud posible, etc.).

Esta protección especial se deja notar también en diferentes aspectos de la política 
pública, como por ejemplo: 

 En el ámbito familiar: políticas de apoyo a la familia que tienen por objetivo garantizar 
específicamente la crianza de los niños y adolescentes.

 En el ámbito de la protección: servicios sociales especializados en infancia y 
adolescencia que se ocupan de atender las situaciones de riesgo grave y de desamparo, 
complementando los servicios sociales básicos.

 En el ámbito escolar: una etapa de escolarización obligatoria y de educación de 
carácter universal y gratuito.

 En el ámbito de la salud: servicios de pediatría, aparte de los servicios de medicina 
general, que se ocupan de atender específicamente las necesidades de los niños y 
adolescentes; programas específicos, como los servicios de atención bucodental o 
los servicios especializados de salud mental (CSMIJ), y la prohibición de comprar 
sustancias tóxicas (tabaco, alcohol, etc.) antes de los dieciocho años y de participar en 
actividades de juego y apuestas que puedan afectar a la salud.

El ordenamiento jurídico otorga una protección especial a la 
infancia y la adolescencia, y las políticas públicas, en muchos 
aspectos, también.

2.1. Déficits de tratamiento específico de la infancia   
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 En el ámbito digital: derechos a la protección en internet y a la protección de los 
datos de niños y adolescentes, así como medidas específicas para dilatar y controlar el 
uso de los dispositivos electrónicos.

 En el ámbito de la justicia: situación de inimputabilidad para los menores de catorce 
años o separación de los jóvenes y adultos en el ámbito penal a través del sistema de 
justicia juvenil.

 En el ámbito de la participación política: algunos instrumentos específicos que 
favorecen la participación de los niños y adolescentes, como los consejos territoriales 
de niños.

 En el ámbito de la transición a la vida adulta: medidas de transición específicas a 
partir de los dieciséis años, además de la protección frente a los tipos de trabajos que 
pueden desempeñar los menores de edad.

De acuerdo con la Ley 19/2020, de 30 de diciembre, de igualdad de trato y no 
discriminación, se entiende por discriminación cualquier distinción, exclusión, 
restricción o preferencia que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales de todas las personas (art. 4). Esta discriminación 
puede producirse de forma indirecta cuando es fruto de una actuación, por acción 
u omisión, supuestamente neutral, que genera un perjuicio a una persona o a un 
colectivo por razón de una determinada condición, como la edad.

No otorgar un tratamiento específico a los niños les genera un perjuicio, porque supone 
no tomar medidas necesarias para evitar situaciones de desigualdad o para proteger 
los derechos de este colectivo, que es vulnerable y susceptible de una determinada 
protección especial. No dar este tratamiento específico puede generar desprotección, 
perpetuar las desigualdades o poner en desventaja a los niños y adolescentes, entre 
otros. Además, la ausencia de tratamiento específico puede acabar generando un 
impacto desigual o desfavorable de las políticas públicas sobre los niños en relación 
con los adultos.  

No proporcionar un tratamiento específico a la infancia, por 
inacción, omisión o actuación insuficiente, es una forma de 
discriminación indirecta por razón de edad.

En Cataluña, la inversión en pensiones contributivas de jubilación (cerca de 20.000 
millones de euros) prácticamente triplica la inversión en políticas de infancia (cerca de 
8.000 millones), incluida la educación. 

Si tomamos como referencia los presupuestos generales del Estado de 2023, el 40,7 % del 
gasto público estatal se destinó a la protección social, fundamentalmente, a las pensiones 

La inversión pública en políticas dirigidas a niños y 
adolescentes se sitúa por debajo de su peso demográfico.
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2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

Total 5.414,9 5.194,8 4.726,5 4.513,5 4.434,7 4.897,6 4.961,1 5.225,8 5.495,4 5.810,0 6.329,7 6.742,8 7.035,7 7.745,1

Educación 4971,2 4877,9 4366,1 4193,1 4112,2 4485,1 4617,4 4846,6 5055,7 5308,5 5816,5 6270,8 6496,3 7203,2

Derechos sociales 390,6 250,0 243,6 228,8 237,9 322,6 233,2 274,4 334,8 397,1 407,5 348,7 375,4 418,6

Universidades 53,1 66,8 116,8 91,6 84,6 89,9 110,5 104,8 104,8 104,4 105,7 123,3 163,9 123,3

2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

Precios 
constantes (2010) 5.414,9 5.068,1 4.451,0 4.241,9 4.197,2 4.621,5 4.594,1 4.781,8 4.959,1 5.196,3 5.695,2 5.718,1 5.671,6 6.003,3

Precios 
constantes (2014) – – – – 4.434,7 4.882,9 4.854,0 5.052,4 5.239,7 5.490,3 6.017,5 6.041,7 5.992,5 6.343,0

Precios 
constantes 
(2010=100)

100,0 93,6 82,2 78,3 77,5 85,3 84,8 88,3 91,6 96,0 105,2 105,6 104,7 110,9

Precios 
constantes 
(2014=100)

– – – – 100,0 110,1 109,5 113,9 118,2 123,8 135,7 136,2 135,1 143,0

2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

Presupuesto 
ejecutado en el 
sector público 
por la Generalitat 
Cataluña

– – 31.155,1 34.137,7 30.710,2 32.415,1 30.951,0 31.202,9 36.999,2 35.543,2 43.854,4 45.837,3 46.996,3 49.595,5

Porcentaje sobre 
el presupuesto 
ejecutado en el 
sector público 
por la Generalitat 
Cataluña

– – 15,2 13,2 14,4 15,1 16,0 16,7 14,9 16,3 14,4 14,7 15,0 15,6

2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

Euros por 
niño (precios 
corrientes)

4.011,6 3.794,3 3.412,3 3.247,3 3.190,9 3.521,0 3.559,1 3.733,1 3.917,4 4.135,3 4.493,3 4.846,9 5.110,6 5.616,4

Euros por 
niño (precios 
constantes)

4.011,6 3.701,8 3.213,4 3.051,9 3.020,0 3.322,5 3.295,8 3.416,0 3.535,1 3.698,5 4.042,9 4.110,4 4.119,7 4.353,3

Tabla 63. Evolución del gasto en infancia de la Generalitat de Cataluña 
(2010-2023)

Fuente. Elaboración propia a partir de datos del Departamento de Economía.

y a las prestaciones por desempleo, centradas en la población adulta. En cambio, a 
educación solo se destinó el 9,3 %. 

En cuanto a Cataluña, la inversión en políticas de infancia de la Generalitat representa el 
15,6 % del gasto del sector público. Se ha de tener presente que el peso demográfico de los 
niños y adolescentes sobre el conjunto de la población es del 17,1 %. 

En positivo, cabe destacar que la inversión de la Generalitat de Cataluña en políticas de 
infancia ha aumentado sensiblemente desde el año 2014, un 74,6 % a precios corrientes 
y un 43,0 % a precios constantes, sobre todo por el incremento del gasto en educación. La 
educación concentra el 93,0 % de la inversión y el 93,4 % del incremento de la inversión 
en infancia (tabla 63). 
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Las listas de espera en salud infantil y los incumplimientos de los tiempos máximos de 
espera garantizados representan una vulneración del derecho del niño a gozar del más 
alto nivel de salud posible. La especial protección que merecen los niños no se refleja 
en los plazos de referencia para acceder a las prestaciones sanitarias que corren a cargo 
del Servicio Catalán de la Salud, regulados por la Orden SLT/102/2015, de 21 de abril. Esta 
normativa no incluye la condición de niño como criterio de priorización en el acceso a 
las prestaciones sanitarias que tienen establecido un plazo de referencia, ni establece 
plazos máximos garantizados específicos para los niños para los procedimientos que 
más afectan a su salud. 

Las listas de espera de los niños en salud aumentaron en el año 2024, aunque con menos 
intensidad que en el caso de la población adulta. Según datos de septiembre de 2024, 
las listas de espera para pruebas diagnósticas se han mantenido estables, pero han 
aumentado un 4,6 % las listas para intervenciones quirúrgicas y un 14,7 % las listas para 
consultas externas. Los tiempos de espera en intervenciones quirúrgicas y en pruebas 
diagnósticas son más elevados entre los niños que entre la población total. 

Actualmente, los niños representan el 10,0 % de las personas en lista de espera para 
consultas externas, el 2,5 % para pruebas diagnósticas y el 7,4 % para intervenciones 
quirúrgicas, cifras muy inferiores a su peso demográfico. 

Sin embargo, conviene recordar que el estado de salud de los niños es mejor que el de los 
adultos, y también que, si bien los niños hacen un uso más intensivo de los servicios de 
urgencias (53,1 % en el último año, por un 42,4 % de la población total) y de la atención primaria 
(87,1 y 74,2 %), utilizan con menor frecuencia la atención especializada (38,6 y 57,1 %).

En el caso de la salud mental, la prevalencia de problemas entre los niños es más 
elevada que entre la población adulta. Los CSMIJ atienden al 7,2 % de la población de 
seis a diecisiete años, mientras que los CSMA atienden al 2,8 % de la población adulta, 
una proporción ligeramente inferior a la de los niños.

La falta de priorización de los niños en el acceso a la atención 
sanitaria contribuye a que los tiempos de espera en salud 
para esta franja de población sean más elevados que para la 
población adulta.

La exclusión residencial tiene más impacto en los niños que en los adultos, porque están 
en una etapa clave de su desarrollo. A pesar de ello, no se han implementado políticas de 
vivienda que garanticen un tratamiento específico para los niños. 

Los reglamentos de las mesas de emergencias consideran la presencia de niños en la 
unidad familiar como un criterio para el reconocimiento de las situaciones de emergencia 

La falta de un tratamiento específico en materia de vivienda 
hace que el tiempo medio de adjudicación de una vivienda 
social sea más largo para las familias con niños a cargo.
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residencial. Sin embargo, más allá de este hecho, no se da una priorización real en el 
acceso a la vivienda ni hay protocolos de atención especial de las situaciones de exclusión 
residencial o pérdida de la vivienda para las familias con niños a cargo, para asegurar que 
la atención que se presta a estas familias sea adecuada a sus necesidades.

Tampoco se han establecido los criterios que deben cumplir los recursos de vivienda para 
que sean adecuados para los niños (tamaño, tipo, equipamiento, ocupación, etc.), ni los 
procedimientos que se deben seguir ante la pérdida o el riesgo de pérdida de la vivienda. 
Por tanto, no se garantiza lo suficiente que las medidas de emergencia residencial ante la 
pérdida de la vivienda habitual sean respetuosas con las necesidades de los niños. Este 
hecho se constata, por ejemplo, cuando se deriva a familias con niños a cargo a pensiones 
u otros servicios de acogida temporal colectivos, nada adecuados para los niños. 

En 2024 se redujo el número de unidades familiares atendidas por las mesas de emergencia, 
pero aumentaron las unidades con resolución favorable pendiente de asignación de una 
vivienda. Actualmente hay cerca de 3.000 unidades de convivencia con niños a cargo 
pendientes de asignación de vivienda por parte de las mesas de emergencia. 

El tiempo medio de adjudicación de una vivienda, entre la fecha de registro y la asignación 
de la vivienda, es de 18 meses (469 días). En el caso de las unidades con niños a cargo, 
el tiempo de espera es de 21 meses (618 días), mientras que, en el caso de unidades sin 
menores, este tiempo se reduce a los 15 meses (460,2 días).  

Las políticas de transferencia de renta orientadas a combatir la pobreza infantil no 
reconocen al niño como sujeto de derecho. La prestación de la renta garantizada 
de ciudadanía (RGC) no otorga a los niños el derecho subjetivo ni discrimina 
suficientemente a las familias con niños a cargo, porque los importes que establece 
están condicionados según el número de miembros de la unidad familiar, sin distinguir 
si son adultos o niños, y no establece una cuantía adicional por miembro, de modo 
que no se ajusta al coste real de vida de un niño. En el caso del ingreso mínimo vital 
(IMV), hay el complemento de ayuda para la infancia (CAPI), que es un complemento 
específico por niño a cargo (de entre 57,5 y 115 euros mensuales, en función de la edad). 

En 2024, el 27,6 % de los niños menores de dieciséis años se encontraban en situación 
de riesgo de pobreza, mientras que este riesgo se situaba en torno al 15 % entre la 
población adulta.

Se está reduciendo el número de niños beneficiarios de la RGC y también su 
cobertura sobre las situaciones de pobreza, pero está aumentando el número de niños 
beneficiarios del IMV. En septiembre de 2024, solo el 20,8 % de los niños en situación 
de pobreza extrema y el 8,1 % de los niños en riesgo de pobreza eran beneficiarios de 
la RGC. Si sumamos a los beneficiarios de la RGC y del IMV, la cobertura es del 86,8 % de 

La falta de políticas de transferencia de renta específicas hace 
que la prevalencia de las situaciones de pobreza entre los niños 
sea más elevada que entre la población adulta.
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los niños en situación de pobreza extrema y el 33,9 % de los niños en riesgo de pobreza. 
Cerca del 15 % de los niños en situación de pobreza extrema y cerca del 55 % de los niños 
en riesgo de pobreza no tienen acceso ni a la RGC ni al IMV. 

Si bien la cobertura de la RGC entre los niños (8,1 % de los que se encuentran en riesgo de 
pobreza) es ligeramente superior a la de los adultos (7,7 %), hay muchos niños en riesgo 
de pobreza que no son beneficiarios.

En el ámbito penal, los niños menores de catorce años son inimputables, las sanciones penales 
se gradúan en función de la edad y se aplican medidas alternativas a las sanciones más 
punitivas. Por el contrario, este enfoque no se aplica en las sanciones del ámbito administrativo. 

En general, las sanciones administrativas impuestas a niños son de carácter económico 
y las deben abonar sus progenitores, como responsables civiles subsidiarios. No siempre 
se da la posibilidad de sustituir estas sanciones pecuniarias por medidas alternativas de 
carácter educativo. 

A diferencia del ámbito penal, no hay una legislación administrativa básica que regule 
específicamente la responsabilidad de los niños. Solo se encuentra alguna referencia en 
leyes más sectoriales, como la Ley orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la 
seguridad ciudadana, que exime de responsabilidad a los menores de catorce años. En 
cambio, en la normativa de tráfico o en las ordenanzas municipales no está prevista una 
edad mínima de responsabilidad por la comisión de infracciones administrativas.

En relación con el ámbito penal, cabe mencionar que la responsabilidad penal plena se alcanza 
con la mayoría de edad, pero que debería garantizarse un tratamiento penal específico para 
los jóvenes de dieciocho a veintiún años, tal y como sucede en otros países europeos, porque 
este grupo de edad se encuentra todavía en una etapa de transición hacia la madurez. 

Si bien en el ámbito penal se cuenta con un tratamiento 
específico para los niños, no está en relación con la aplicación 
de sanciones en el ámbito administrativo.

Este es el caso, por ejemplo, de las políticas de apoyo a la crianza, que a menudo están 
más orientadas a responder a las necesidades de los adultos que las de los niños. En 
ocasiones, la educación infantil de primer ciclo se concibe más como un servicio de 
conciliación de la vida laboral y familiar que como un servicio educativo. Esto se constata, 
por ejemplo, cuando se establecen horarios de atención claramente extensivos o cuando 
se prioriza el acceso de los niños con progenitores que trabajan, algo que refleja una falta 
de consideración suficiente de las necesidades de los niños.

Las políticas de transferencia de renta, por ejemplo, supeditan el acceso de los niños al 
derecho a un nivel de vida adecuado a la capacidad de los progenitores de hacerse cargo 

La falta de un tratamiento específico favorece el desarrollo de 
políticas de infancia supeditadas a la capacidad de actuación de 
los adultos responsables.
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de las necesidades de sus hijos, de acuerdo con la responsabilidad primordial de velar por 
su desarrollo. También es el caso de las políticas que se desarrollan alrededor del entorno 
digital, en el que los derechos digitales de los niños están muy condicionados por el papel 
de control y supervisión que ejercen los progenitores.

Esta dependencia o supeditación del diseño de las políticas de infancia a la capacidad 
de los progenitores refuerza la incidencia de las desigualdades sociales en el ejercicio 
efectivo de los derechos. 

En el entorno digital, por ejemplo, el derecho específico de los niños a ser acompañados 
por los adultos responsables sitúa en una posición de desventaja a los niños de familias 
con menos recursos culturales, con mayores dificultades de cuidado, etc. El consumo 
diario de dos horas o más de pantallas es más elevado en el caso de los niños de familias 
con menos capital socioeconómico (49,5 %) que en el caso de los niños de clases más 
acomodadas (32,5 %).

Aunque a menudo se habla de la infancia como si fuera una etapa uniforme, en realidad 
es un periodo muy diverso y dinámico, con grandes diferencias en el desarrollo físico, 
emocional, cognitivo y social de los niños y adolescentes en función de la edad. 

Precisamente, algunas políticas de infancia gradúan o modulan sus actuaciones en 
función de la edad. Por ejemplo, en el ámbito escolar, el currículum o las ratios en las 
diferentes enseñanzas (educación infantil, primaria, secundaria) están condicionados 
por estas necesidades evolutivas; en el ámbito de la justicia, las sanciones penales 
están ponderadas en función de la edad de los niños, también dentro de la mayoría de 
edad penal, y en el ámbito de la protección, la decisión sobre la medida de acogimiento 
viene determinada también por la edad, con recursos específicos para niños de 
determinadas franjas. 

A pesar de ello, las políticas de infancia no siempre se adecúan a las necesidades 
evolutivas del niño. Por ejemplo, en el ámbito escolar no siempre se garantiza la 
personalización de la enseñanza según los ritmos individuales de aprendizaje de los 
diferentes niños. Además, el Protocolo de actuación ante cualquier tipo de violencia 
en el ámbito educativo no establece un tratamiento específico en función de la edad, 
más allá de la participación en acuerdos a partir de los doce años.

En el ámbito del ocio, esta inadecuación se produce cuando las actividades no están 
adaptadas a los intereses de las diferentes etapas evolutivas o cuando los parques 
infantiles no separan espacios de juego para distintos grupos de edad.

La infancia se trata a menudo como un todo homogéneo y, en 
cambio, tiene características y necesidades muy diferentes en 
función de la edad.

2.2. Falta de perspectiva de edad de las políticas de infancia     
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De la misma forma, el lenguaje y los formatos de los programas que tienen por objetivo o 
que requieren la participación de los niños y adolescentes no siempre están adaptados 
a las diferentes edades. 

También hay una falta de adecuación de las ayudas económicas a los gastos específicos 
de los niños y adolescentes en función de la edad. En el caso de los CAPI, por ejemplo, la 
ayuda difiere en función de la edad (115 euros en niños menores de tres años, 80,50 euros 
en niños de tres a seis años y 57,50 euros en niños y adolescentes de seis a diecisiete 
años). Sin embargo, esta gradación no se ajusta a la prevalencia del riesgo de pobreza 
en función de la edad: aunque el riesgo de pobreza tiende a ser más prevalente entre los 
adolescentes, el importe del CAPI es más bajo en esta franja de edad. 

En el caso de las mochilas escolares, la ayuda es igual para el alumnado de educación 
infantil de segundo ciclo y para el de educación secundaria obligatoria, aunque los 
gastos escolares en la adolescencia son más elevados que en la etapa de infantil. De 
hecho, esto ha provocado que haya escuelas que no agoten el importe de las mochilas 
para el alumnado de educación infantil de segundo ciclo, porque no organizan colonias 
escolares o celebran menos actividades fuera del centro, y que haya institutos que 
consideren insuficientes los importes asignados. 

Durante este periodo, las personas experimentan transformaciones importantes del 
propio cuerpo debido a los cambios hormonales, comienzan a construir su identidad, 
a desarrollar una capacidad de pensamiento más crítica y reflexiva sobre lo que les 
rodea y a experimentar una necesidad creciente de independencia y autonomía, entre 
otros. Estos cambios pueden ir acompañados de malestares emocionales derivados 
de la complejidad de adaptarse a ellos, de sentimientos de inseguridad sobre cómo 
afrontarlos y de conflictos más frecuentes con las figuras de autoridad. 

La adolescencia es, además, la etapa en la que la prevalencia de situaciones de 
vulnerabilidad es más elevada. Pese a esto, las políticas públicas a menudo ofrecen 
menos cobertura a la población de esta edad o tienen más dificultades para llegar a 
ella y para responder a sus necesidades. 

La adolescencia es una etapa vital de transición entre la 
infancia y la edad adulta, marcada por profundos cambios 
físicos, emocionales, psicológicos y sociales, que a menudo son 
fuente de malestar.

2.3.Edades más desprotegidas y con menos cobertura      

2.3.1. Vulnerabilización de la adolescencia       
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Es indicativo, por ejemplo, que las licencias parentales retribuidas se concentren en 
el primer año de vida y que la posibilidad de reducir o adaptar la jornada laboral para 
el cuidado de los hijos se focalice hasta los doce años. También es indicativo que 
muchas de las prestaciones económicas y de los servicios que están orientados a 
cubrir las necesidades específicas de una etapa vital dentro de la infancia se centren 
en los primeros años de vida del niño (prestación por nacimiento, guarderías, espacios 
familiares, ludotecas, CDIAP, etc.), y que los servicios que abarcan todo el ciclo vital de 
los niños tengan déficits importantes de cobertura territorial o lleguen menos a los 
adolescentes (SIS, SOAF, etc.). 

A pesar de esta complejidad, las políticas de apoyo a la crianza y 
a la familia se enfocan especialmente en la etapa de la primera 
infancia y no abordan de manera específica las necesidades 
propias de la adolescencia.

Mientras que el 1,6 % de los niños menores de seis años se encuentra en situación de 
riesgo, esta proporción aumenta hasta el 3,2 % en el caso de los adolescentes de doce 
años o más.

A pesar de esta mayor prevalencia de situaciones de riesgo, solo el 9,8 % de los usuarios 
de los servicios de intervención socioeducativa son adolescentes de doce años o más. 
El 72,9 % de los usuarios son niños de cuatro a quince años. 

Además, los SIS solo atienden al 13,2 % de los niños y adolescentes en situación de 
pobreza extrema, y al 32,9 % de los niños y adolescentes en situación de riesgo de 
pobreza, a pesar de ser el servicio que se ocupa de atender estas situaciones. En 
treinta municipios de más de 20.000 habitantes, los SIS no atienden a las personas de 
la franja de mayores de quince años. 

Esta institución ha destacado que faltan programas de apoyo y recursos específicos 
para atender a adolescentes con conductas disruptivas o de alto riesgo. Algunos 
adolescentes se incorporan al sistema de protección a la infancia y la adolescencia 
porque no hay recursos suficientes y adecuados en su entorno que puedan atender 
y contener estas situaciones. Y esta falta de recursos también provoca que, cuando 
acceden a ellos, a menudo lo hagan en situaciones muy deterioradas.

La prevalencia de las situaciones de riesgo aumenta a medida 
que avanza la edad de los niños, y los servicios de intervención 
socioeducativa atienden menos a los adolescentes.
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La prevalencia del desamparo aumenta con la edad. Mientras que el 17,8 ‰ de los 
adolescentes de quince a diecisiete años tiene abierto un expediente de desamparo o 
de tutela (9,8 ‰ sin contabilizar a los adolescentes migrantes solos), esta proporción 
se reduce progresivamente hasta el 4,6 ‰ en los niños de cero a dos años. 

El sistema de protección tiene más dificultades a la hora de dar respuesta a las 
necesidades de los adolescentes. El grado de institucionalización es más elevado 
entre los adolescentes de doce años o más (67,2 %, sin contabilizar a los migrantes 
solos) que entre los menores de esta edad (33,4 %). Los adolescentes de doce años o 
más también están más tiempo tutelados (5,3 años) en comparación, por ejemplo, con 
el grupo de seis a once años (3,4 años) y, como indicador de malestar subjetivo, cabe 
destacar que este grupo también tiene una mayor prevalencia de fugas de los centros 
(más las chicas que los chicos). Todos los niños y adolescentes fugados tienen doce 
años o más, y representan el 4,4 % del total de adolescentes en centro. 

Pese a que hay más adolescentes en situación de riesgo grave y tutelados, la mayoría 
de los niños tutelados ha vivido la declaración de desamparo antes de los seis años 
(el 49,2 %, sin contabilizar a los adolescentes migrantes solos), y muy pocos reciben la 
declaración de desamparo justo antes de la mayoría de edad, a los dieciséis y diecisiete 
años. Este hecho es significativo porque el acceso al sistema de protección genera 
derechos de acceso a las medidas de autonomía y transición a la vida adulta. Muchos 
de estos jóvenes tienen menos apoyo una vez que alcanzan la mayoría de edad.

Sin contabilizar a los adolescentes migrantes solos, el número de niños y adolescentes 
con expediente abierto en el sistema de protección ha aumentado un 20,1 % en el 
periodo 2016-2024. 

Los adolescentes también presentan una prevalencia más 
elevada de situaciones de desamparo, y el sistema de protección 
no siempre responde adecuadamente a sus necesidades 

Son adolescentes que llegan con una situación de gran vulnerabilidad debido al 
periplo migratorio que han vivido, la falta de apoyo familiar, el desconocimiento de las 
lenguas oficiales o la incertidumbre en la transición a la vida adulta. 

Cabe destacar que en 2024 aumentó el número de adolescentes migrantes solos atendidos 
durante el año, cerca de 4.800. A finales de diciembre, el sistema de protección contaba 
con 2.293 adolescentes migrantes solos con medida de protección.

Este aumento ha conllevado que el Área de Apoyo al Joven Tutelado y Extutelado tenga 
más dificultades para ofrecer medidas de apoyo a la transición a la vida adulta al conjunto 
de jóvenes atendidos en el sistema de protección que alcanzan la mayoría de edad.

La llegada de adolescentes migrantes solos, 2.643 durante el año 
2024, aumenta la prevalencia de situaciones de desamparo en la 
adolescencia.
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Además, no se da una respuesta institucional adecuada para los jóvenes migrantes 
solos que son declarados mayores de edad mediante un decreto de la Fiscalía, después 
de practicar las pruebas de determinación de la edad, y que quedan en situación de 
sinhogarismo en edades muy tempranas.

Tomando como referencia la Encuesta de condiciones de vida, de escala estatal, se 
observa que los adolescentes suelen tener una tasa de riesgo de pobreza ligeramente 
más elevada (alrededor del 35 %) que los niños (alrededor del 30 %). 

Las ayudas económicas por niño a cargo condicionadas según la renta, por ahora, se 
centran en el momento del nacimiento y no cubren todo el ciclo vital del niño. El CAPI, 
que es el complemento de infancia que prevé el IMV, tiene una cobertura más elevada 
entre los niños de tres a cinco años (8,7 %) que entre los niños y adolescentes de más de 
seis (7,6 %). Los adolescentes tienen niveles de pobreza más elevados, pero no cuentan 
con una cobertura de prestaciones más elevada para combatir esta circunstancia. 

 Las situaciones de exclusión residencial también generan un impacto más importante 
en el bienestar subjetivo de los adolescentes, ya que necesitan más intimidad y 
autonomía en una etapa vital fundamental para la construcción de su identidad. Por 
tanto, la falta de una política de vivienda social sólida tiene efectos más graves en este 
colectivo.

El riesgo de pobreza también parece ser más prevalente entre 
los adolescentes.

Esta edad es muy importante para prevenir, detectar y trabajar problemas asociados 
a los cambios de la adolescencia, en parte relacionados con la salud mental pero 
también con otras cuestiones. 

Los controles pediátricos de carácter preventivo que se llevan a cabo hasta los quince 
años no se hacen desde la red ambulatoria de salud mental infantil y juvenil. Además, 
una parte de los jóvenes mayores de quince años no están vinculados a ningún servicio 
que pueda garantizar esta detección una vez terminada la etapa de escolarización 
obligatoria, especialmente si abandonan el sistema educativo. 

La pediatría de atención primaria finaliza a los quince años, y 
deja a los adolescentes mayores de esta edad sin cobertura.



[ 20 ]           Informe anual de infancia 2024

A pesar de que los problemas de salud mental son más comunes en la adolescencia, la 
proporción de pacientes de doce años o más atendidos en los CSMIJ en 2024 fue solo 
ligeramente superior (54,5 %) a la de los menores de esa edad. De hecho, mientras que en 
el CSMIJ se atiende al 7,4 % de los adolescentes de doce a diecisiete años, solo atiende al 
7,0 % de los niños de seis a once años. 

Cabe destacar que esta atención se sitúa claramente por debajo de la prevalencia de los 
problemas de salud mental entre los niños y adolescentes. El 12,4 % de los niños menores 
de quince años pueden sufrir un problema de salud mental, mientras que los CSMIJ 
atienden al 7,2 % de la población de seis a diecisiete años.

Debe mencionarse que desde la pandemia ha mejorado la prevalencia de posibles 
problemas de salud mental entre los niños y adolescentes. En 2020 esta se situaba en 
el 19,5 % de los niños de cuatro a catorce años, claramente por encima de la del año 2023  
(12,4 %). El acceso de los niños y adolescentes a los CSMIJ también está tendiendo 
a descender desde el año 2022, cuando se alcanzó el número máximo de pacientes 
atendidos (79.167). En 2023 se atendió a menos niños y adolescentes que el año anterior 
(77.246), y en junio de 2024 se había atendido a menos pacientes (58.717) que en junio de 
2023 (67.782). Esto ha permitido reducir ligeramente las listas de espera, tanto en número 
(2.462 niños y adolescentes en junio de 2024) como en tiempo de espera (57,5 días), y 
aumentar la intensidad de la atención recibida (7,8 visitas anuales). No obstante, esta 
frecuencia de poco más de una visita cada dos meses sigue siendo excesivamente baja.  

Los problemas de salud mental son más comunes en la 
adolescencia, pero el acceso a los servicios ambulatorios de 
atención a la salud mental infantil y juvenil (CSMIJ) no ha 
aumentado significativamente. 

La edad media de inicio en el consumo de drogas, como el alcohol, el tabaco, el cannabis 
o la cocaína, se sitúa entre los trece y los catorce años. 

En 2023, el 52,7 % de los estudiantes de secundaria de catorce a dieciocho años había 
consumido alcohol en el último mes; el 19,9 %, tabaco; el 17,0 %, cannabis; el 9,6 %, 
hipnosedantes, y el 1,2 %, cocaína. A los catorce años, el 57,2 % había consumido alguna 
vez alcohol; el 18,8 %, tabaco; el 41,3 %, cigarrillos electrónicos; el 15,7 %, cannabis;  
el 22,1 %, hipnosedantes, y el 2,9 %, cocaína. 

Todo esto se produce a pesar de que la venta de tabaco o alcohol a los menores de edad 
está prohibida. 

Hay una alta correlación entre los problemas de salud mental, 
el consumo de drogas y el consumo abusivo de pantallas, que 
aumenta con la edad.
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Además, una cuarta parte de los adolescentes (el 23,5 % de los adolescentes de catorce a 
dieciocho años) presenta un consumo abusivo de pantallas e internet, que aumenta con 
la edad, y el 5,8 % tiene un posible trastorno por el uso de videojuegos. La disponibilidad 
de teléfono móvil a esta edad lo favorece, ya que el 67,4 % de los niños de diez a quince 
años ya tiene uno. 

La edad media de acceso a la pornografía es de 12,5 años. El consumo de pornografía, 
que es más elevado en chicos (85,3 %) que en chicas (52,1 %), aumenta a medida que 
avanza la edad. El 43,9 % de los adolescentes lo ha consumido en el último mes. 

La forma principal de acceso es a través del móvil (91,2 % de los casos). La prohibición 
de acceso a la pornografía por parte de los menores de edad contrasta con la falta de 
mecanismos de control y de sistemas de verificación de la edad efectivos para evitarlo.

El acceso de los niños y adolescentes a la pornografía 
está prohibido por los efectos perjudiciales que tiene en el 
desarrollo emocional, psicológico y sexual, pero el 68,4 % de 
los adolescentes de catorce a dieciocho años lo ha consumido 
alguna vez en la vida.

La inimputabilidad a partir de los catorce años hace que, por debajo de esa edad, 
no haya niños atendidos en el marco del sistema de justicia juvenil. Sin embargo, 
a partir de esta edad el peso de la población penal sobre el conjunto de la población 
aumenta progresivamente a medida que avanza la edad: mientras que el 1,7 ‰ de los 
adolescentes de catorce años están en el sistema de justicia juvenil, esta proporción 
es del 16,4 ‰ en el caso de la población de diecisiete años. 

Aunque no hay un aumento de la victimización de los niños y adolescentes por 
hechos delictivos, sí hay una tendencia creciente entre ellos a denunciar situaciones 
de violencia sexual y de violencia doméstica. En la última década, se ha triplicado 
el número de víctimas por abusos y agresiones sexuales (1.517 en 2023) y se ha 
duplicado el de violencia doméstica (2.200). En el caso de la violencia sexual, la mayor 
victimización se da entre las chicas adolescentes. 

Cabe recordar que esta creciente victimización de los niños y adolescentes no se 
explica necesariamente por una mayor prevalencia de situaciones de violencia, sino 
también por una mayor capacidad de detección y denuncia por parte de las víctimas. 
La síndica ha constatado, por ejemplo, que la creación del servicio de Barnahus ha 
permitido que afloren situaciones de violencia sexual que antes ya se daban pero que 
no se detectaban.

El porcentaje de la población que forma parte del sistema de 
justicia juvenil aumenta con la edad, y también lo hacen las 
denuncias de víctimas de violencia sexual.
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El absentismo o el abandono escolar prematuro se concentran mayoritariamente en 
la adolescencia, especialmente cuando la escolarización deja de ser obligatoria. En 
el curso 2023/2024, el 4,4 % del alumnado que estudiaba 3.º de ESO y el 22,7 % del que 
estudiaba 4.º de ESO abandonó los estudios al año siguiente. Lo mismo ocurrió con el 
22,6 % del alumnado que estudiaba el primer curso de un ciclo formativo de grado medio 
(CFGM) o con el 4,1 % del alumnado que estudiaba el primer curso de bachillerato. En 2024, 
el 13,7 % de los jóvenes de dieciocho a veinticuatro años abandonó el sistema educativo 
sin haber terminado enseñanzas secundarias postobligatorias.

Desde el curso 2020/2021, el número de plazas de ciclos formativos de grado medio ha 
aumentado por encima de la media de los años anteriores. A pesar de esta mejora, en 
el curso 2024/2025 aumentó el número de alumnos que solicitaron plaza y no pudieron 
acceder: las solicitudes no asignadas en la segunda fase (2.817) se incrementaron en 
comparación con las del curso 2023/2024 (1.015) y las del curso 2022/2023 (638).

Si tomamos como referencia las solicitudes presentadas en la primera fase, pero que no 
se presentaron en la segunda, hay 2.487 alumnos más que no constan escolarizados en 
ninguna enseñanza.

En cuanto a los programas de formación e inserción (PFI), se recibieron 11.474 solicitudes 
de acceso, pero solo se ofrecieron 6.276 plazas.

La Ley de educación de Cataluña (LEC) establece que son gratuitas y universales las 
enseñanzas de formación profesional de grado medio y los programas de cualificación 
profesional inicial, además de la educación básica e infantil de segundo ciclo (art. 5.2). A 
pesar de la universalización de estas enseñanzas, no se está garantizando ni haciendo 
efectiva, porque hay una demanda que no se cubre.

Las trayectorias de desescolarización también son más 
comunes en la adolescencia, y la formación profesional todavía 
presenta déficits de cobertura.

A medida que crece, el alumnado con necesidades educativas especiales tiende a 
escolarizarse cada vez más en centros de educación especial, sobre todo a partir de los 
dieciséis años, aunque el Decreto 150/2017, de 17 de octubre, de la atención educativa al 
alumnado en el marco de un sistema educativo inclusivo, refuerza el carácter inclusivo del 
sistema. En el año 2023, el 51,9 % del alumnado con necesidades educativas especiales tenía 
entre dieciséis y veintiún años, mientras que en el año 2017 esta proporción era del 40,7 %. 

En el curso 2023/2024, el 17,8 % del alumnado con necesidades educativas especiales estaba 
escolarizado en un centro de educación especial. Aunque el número de alumnos en estos 
centros aumenta cada año, esta subida se debe a que crece el alumnado de entre dieciséis 

En relación con el alumnado con necesidades educativas 
especiales, los niveles de inclusión escolar descienden a medida 
que aumenta la edad.
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y veintiún años que no encuentra una alternativa formativa fuera de la oferta de los centros 
de educación especial, tanto si se calcula en valores absolutos como en valores relativos. 
A su vez, el alumnado con necesidades educativas especiales está claramente menos 
representado en las enseñanzas secundarias postobligatorias. Mientras que la proporción de 
este alumnado en la ESO es del 3,7 %, en bachillerato desciende hasta el 0,7 %. Y mientras que 
el 58,0 % del alumnado que finaliza la ESO se escolariza en el bachillerato, esta proporción es 
del 10,5 % en el caso del alumnado con necesidades educativas especiales. Por lo que respecta 
a los CFGM, esta institución recibe quejas relacionadas con las dificultades de acceso y para 
establecer modificaciones curriculares. Una parte del alumnado con necesidades educativas 
especiales cursa un PFI (en estos programas, cerca de un 25 % del alumnado tiene necesidades 
educativas especiales), o un itinerario formativo específico (IFE), pero, en conjunto, esta oferta 
solo atiende a cerca de 3.000 alumnos con necesidades educativas especiales. 

Finalmente, si tomamos como referencia al alumnado de dieciséis a veintiún años con 
necesidades educativas especiales, cerca del 50 % no está inscrito en ninguna oferta 
formativa.

En relación con las violencias persistentes, la victimización es más elevada entre el 
alumnado de educación primaria (25,6 %) que entre el alumnado de educación secundaria 
obligatoria (20,5 %). No obstante, algunas formas de acoso están más presentes en 
la adolescencia, como el ciberacoso, que es más prevalente en la ESO (37,7 %) que en 
primaria (25,1 %). 

En general, la activación del protocolo de actuación ante cualquier tipo de violencia en el 
ámbito educativo o de los servicios especializados como la Unidad de Apoyo al Alumnado 
en Situación de Violencia (USAV) se produce de forma residual, si se tienen en cuenta 
los niveles de victimización. En el curso 2023/2024, la USAV atendió al 1,52 ‰ de todo 
el alumnado, y el protocolo, al 0,76 ‰. Sin embargo, estas respuestas a la violencia se 
activan más en la ESO (2,4 y 1,4 ‰ respectivamente) que en primaria (1,3 y 0,6 ‰).  

El ciberacoso es más prevalente entre los adolescentes, de 
los que una tercera parte ha sido víctima, y los servicios y 
protocolos en casos de violencia se activan más en secundaria.

Esta realidad se constata, por ejemplo, en el caso de las actividades educativas 
notificadas a la Dirección General de Juventud. La ratio de participantes por cada  
100 niños es especialmente elevada entre los tres y los doce años, con cifras superiores 
a 50 participantes por cada 100 niños de esta franja de edad, mientras que decae a 
partir de los doce años, con una ratio de 28,3 entre los trece y los quince años y de  
12,1 entre los dieciséis y los diecisiete años.

En el caso del deporte federado, la participación tiende también a decrecer 
progresivamente entre los adolescentes a partir de los trece años. Mientras que el 

En el ámbito del ocio, los adolescentes también presentan 
niveles de participación más bajos que el resto de los niños.
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42,7 % de los adolescentes de doce y trece años están federados, en el caso de los 
adolescentes de dieciséis y diecisiete años la proporción es del 34,2 %.

En el caso de las escuelas de música, también se constata esta participación 
condicionada por la edad. A partir de los ocho años (7,4 ‰), la tasa de escolarización 
decae progresivamente hasta los diecisiete años (1,4 ‰). 

La baja participación de los adolescentes en el ámbito del ocio se explica por diversos 
factores. Por un lado, muchos institutos tienen una oferta educativa poco dinámica, 
en parte porque tienen jornada compactada y no ofrecen actividades por la tarde. Por 
otro lado, los adolescentes tienen más autonomía y las familias utilizan menos el ocio 
como recurso para la conciliación de la vida laboral y familiar en estas edades. Además, 
el ocio institucionalizado tiene dificultades para atraer y fidelizar a los adolescentes. 
También cabe destacar la reducción de la participación asociativa de la población 
joven a causa, en parte, a las grandes transformaciones sociales y culturales de fondo 
que están experimentando las sociedades occidentales (revolución tecnológica, 
globalización, consumismo, etc.). Esta población joven se siente menos atraída por 
las formas de participación tradicionales e institucionalizadas, y prefiere alternativas 
más flexibles, a corto plazo e individualistas.  

La tasa de participación en los consejos territoriales de infancia y adolescencia 
es claramente más baja entre los adolescentes de doce a quince años (3,9 ‰), y 
especialmente entre los adolescentes mayores de quince (0,5 ‰), que entre los niños 
de seis a once años (7,1 ‰). La mayoría de los niños que participan en los consejos, el 
69,2 %, están en edad de escolarización en educación primaria. Algunos ayuntamientos 
destacan la dificultad de promover la participación entre los adolescentes. 

A partir de primaria, la participación en los consejos territoriales 
de infancia y adolescencia desciende con el paso de la edad.  

La primera infancia, etapa que comprende aproximadamente desde el nacimiento 
hasta los seis años, es un periodo fundamental en el desarrollo de las personas, ya que 
durante estos primeros años se construyen las bases físicas, emocionales, cognitivas 
y sociales que influirán en toda la vida futura.

La familia desempeña un papel fundamental en la atención de las necesidades de la 
primera infancia, más que en otras edades. Los déficits de cobertura de las políticas 
de apoyo a la familia tienen un impacto más directo en el desarrollo de los niños en 
esta etapa. 

La importancia de la primera infancia para el desarrollo de las 
personas refuerza la necesidad de una protección especial.

2.3.2. Vulnerabilización de la primera infancia      
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En el curso 2023/2024, el 56,8 % de los niños de cero a dos años no estaban escolarizados 
en la educación infantil de primer ciclo, y había grandes desigualdades sociales en el 
acceso, especialmente entre los niños de nacionalidad extranjera, de los que el 85,6 % 
no estaban escolarizados. 

Las medidas desarrolladas para promover la accesibilidad económica en infantil 2 
(I2), especialmente en el sector público, donde esta enseñanza es gratuita, no son lo 
bastante efectivas como para corregir las desigualdades, en parte porque no hay plazas 
suficientes para cubrir la demanda y la mayor parte del alumnado que se escolariza 
en este nivel ya está dentro del sistema y promociona directamente de curso. Aunque 
la gratuidad ha hecho que la demanda aumente en el sector público, la oferta no ha 
aumentado en la misma proporción. En los municipios de más de 100.000 habitantes, 
la oferta pública en I2 ha crecido un 7,4 % desde el curso 2021/2022, y la demanda, 
un 34,6 %. Aunque la tasa de escolarización en esta etapa tiende a aumentar por 
efecto del descenso demográfico, que facilita el acceso a la oferta, la disponibilidad de 
plazas, especialmente en I2 en el sector público, no cubre la demanda. Esto dificulta la 
corrección de las desigualdades.

La participación en esta etapa aumenta a medida que los niños se hacen mayores. 
Mientras que en I0 la tasa de escolarización es del 10,7 %, en I2 se sitúa en el 69,7 %.

A diferencia de las etapas posteriores, con tasas de 
escolarización universalizadas o elevadas, más de la mitad 
de los niños de cero a dos años no están escolarizados en las 
guarderías.

El complemento de infancia del IMV, el CAPI, tiene unos niveles de cobertura más 
bajos entre los niños menores de tres años, especialmente en comparación con los 
niños de tres a cinco años. Mientras que el 8,7 % de estos últimos son beneficiarios 
del CAPI, solo lo son el 4,5 % de los niños de cero a dos años. Además, estos niveles de 
cobertura son claramente inferiores a la prevalencia de la pobreza infantil.

Una situación similar se da con la prestación económica sometida al nivel de ingresos 
de la unidad familiar para familias en las que ha habido un nacimiento, una adopción, 
una tutela o un acogimiento, que solo perciben el 59 % de los niños recién nacidos en 
situación de riesgo de pobreza. Los requisitos establecidos no son lo suficientemente 
inclusivos y los plazos para solicitarla (antes de un mes desde el nacimiento) son 
demasiado cortos. 

Aunque hay una prestación por nacimiento, las políticas de 
transferencia de renta a la primera infancia tienen importantes 
déficits de cobertura.
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La institucionalización es especialmente perjudicial en el caso de los niños menores 
de seis años. En Cataluña, a pesar de la previsión legal vigente de evitar la medida 
de acogimiento residencial de niños menores de tres años y priorizar el acogimiento 
familiar en el caso de los niños menores de seis años (art. 21.3 de la Ley 26/2015, de 
28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y la adolescencia), 
cerca de una cuarta parte de los niños menores de seis años con medida protectora 
está en un centro residencial. 

Además, el número de niños tutelados menores de seis años en centro residencial 
se ha incrementado en el periodo 2020-2024 (septiembre), y ha pasado de 123 a 293. 
También ha aumentado el número de niños tutelados menores de tres años en centro 
residencial, que ha pasado de 64 a 136. Cabe mencionar que más de una quinta parte de 
estos niños en acogimiento residencial tienen una propuesta de acogimiento familiar. 

Hay una falta de escucha real y efectiva de las necesidades de los niños en casos de 
acogimientos de urgencia y diagnóstico en los que la medida se alarga durante años y 
posteriormente pasan a ser acogidos por otras familias. El 40 % de los acogimientos de 
urgencia y diagnóstico de bebés superan con creces el plazo de seis meses establecido 
por la LDOIA.

Cada vez hay más niños tutelados menores de seis años en 
acogimiento residencial en el sistema de protección.

La atención precoz es un derecho subjetivo de los niños con trastornos del desarrollo 
o con riesgo de sufrirlos, hasta los seis años o hasta que las necesidades de atención 
sean cubiertas por otros servicios (Decreto 261/2003, de 21 de octubre, modificado 
por el Decreto 45/2014, de 1 de abril). El 14,3 % de los niños menores de seis años son 
atendidos por el CDIAP, con un nivel de cobertura que aumenta año tras año. 

Sin embargo, esta institución ha constatado que muchos niños que reciben el 
alta del CDIAP a los cuatro años no disponen de un servicio público que atienda 
específicamente sus necesidades. La atención que reciben en el ámbito escolar no 
siempre es equiparable ni sustituye al tratamiento que proporciona el CDIAP. 

En 2024 había 2.914 niños en lista de espera, con un tiempo medio de espera para 
acceder al servicio de 39,5 días. Estas cifras son ligeramente más positivas que las de 
los años anteriores.

Faltan garantías en la atención de los niños en los CDIAP hasta 
los seis años, lo que supone una discontinuidad asistencial al 
pasar a los CSMIJ, que atienden a niños a partir de los seis años.
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En el caso de las actividades educativas notificadas a la Dirección General de Juventud, 
la ratio de participantes por cada 100 niños se sitúa en el 62,6 % entre los niños de tres 
a cinco años, mientras que entre los niños de menos de tres años es del 2,2 %.

En el caso de las escuelas de música, la participación aumenta con la edad hasta los 
ocho años. Mientras que los niños de ocho años tienen tasas de escolarización del 
7,4 ‰, esta tasa es del 3,9 ‰ entre los niños de cuatro años.

Aparte de los adolescentes, la primera infancia también tiende 
a participar menos en el ocio educativo, tanto en las actividades 
extraescolares deportivas y no deportivas como en las 
actividades de ocio de verano.

Es habitual pensar que en las primeras edades debe ser la familia quien se ocupe 
de atender las necesidades del niño, más que en otras edades, y también que hay 
oportunidades y recursos que deben ser accesibles solo para determinadas edades, como 
si no se pudieran adaptar a las necesidades y la madurez de los niños más pequeños. 

Estos argumentos pueden verse a menudo, por ejemplo, en relación con el derecho a 
la escucha o el derecho a la educación afectiva y sexual, en los que no se fomenta el 
acceso a esta educación con los contenidos adecuados para la etapa correspondiente.

La falta de autonomía y de madurez de la primera infancia a 
veces sirve de pretexto para privar a los niños menores de seis 
años de los derechos que les corresponden.

El hecho de que los niños más pequeños no puedan hacer razonamientos complejos 
no significa que no tengan capacidad de expresar opiniones y estados de ánimo, y que 
no deban ponerse en marcha mecanismos de escucha activa para tener en cuenta sus 
opiniones. 

La falta de escolarización universal antes de los tres años y la baja participación en 
actividades de ocio dificultan esta escucha y también la detección de situaciones de 
posible desprotección.

Los consejos de participación territorial de niños, por ejemplo, no tienen participantes 
menores de seis años. La observación general número 7 del Comité de los Derechos 
del Niño (2005), sobre la realización de los derechos del niño en la primera infancia, 
recuerda que los niños pequeños también tienen derecho a expresar su opinión 
libremente en todos los asuntos que les afectan y que sea tenida en cuenta.

La primera infancia es una etapa vital que dispone de pocos 
instrumentos de escucha efectiva.
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La Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño (CDN) y el resto del 
ordenamiento jurídico reconocen el derecho de los niños o adolescentes a manifestar 
sus opiniones en los asuntos que puedan afectarles y, especialmente, el derecho a ser 
escuchados en cualquier procedimiento judicial o administrativo que les afecte. Este 
derecho también es una obligación de los poderes públicos, que en todo momento deben 
garantizarlo como un elemento indispensable para determinar el interés superior del 
niño (art. 3 de la CDN) y deben asegurar el máximo respeto y disfrute de sus derechos. 

La LDOIA garantiza el derecho a la escucha en cualquier caso a los adolescentes a partir 
de los doce años, pero también, de forma indeterminada, a los niños menores de esta 
edad, siempre en función de sus habilidades y capacidades evolutivas. 

La ley reconoce el derecho de todos los niños, también de los 
más pequeños, a ser escuchados, aunque refuerza este derecho a 
partir de los doce años.

2.4. Falta de escucha como forma de incapacitación de la 
infancia (antes de los doce años)     

En cambio, la falta de escucha a menudo se fundamenta en una concepción del niño 
como sujeto que no tiene suficiente madurez ni conocimiento para comprender la 
información y tener formada una opinión fundamentada que deba ser tenida en cuenta, 
lo que invalida su criterio y limita su capacidad de actuar y de incidir en su vida. 

El derecho de escucha debe interpretarse en sentido amplio y garantista, de modo 
que, siempre que sea posible, el niño debe ser escuchado. La regla general debe ser 
la escucha, y cualquier excepción debe estar debidamente motivada. Los poderes 
públicos deben presuponer que el niño tiene capacidad para formarse sus propias 
opiniones y reconocer que tiene derecho a expresarlas. No corresponde al niño probar 
primero que tiene esta capacidad. 

El deber de escucha, independientemente de la edad, refuerza 
la concepción del niño como sujeto de derechos y le otorga 
capacidad para influir en las decisiones que le afectan.

Las formas de ejercer la escucha deben adecuarse a las necesidades de los niños y 
adolescentes, en función de la edad. El derecho a ser escuchado debe ir más allá de la 
expresión verbal de la voluntad y las opiniones del niño y del hecho de que se tengan 
en cuenta. La escucha debe entenderse en un sentido mucho más amplio, teniendo 
en cuenta las necesidades y las demandas verbales y no verbales de los niños, así 
como los signos físicos o psíquicos que estos niños puedan presentar en cualquier 
situación. 

La falta de escucha es especialmente prevalente entre los 
menores de doce años, y más aún entre los niños más pequeños.
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En Cataluña, los niños y adolescentes siguen sufriendo carencias importantes en el 
derecho a ser escuchados en los ámbitos de su vida cotidiana, como en el escolar, el 
de la protección o el judicial, entre otros. Si bien las normas reconocen formalmente 
(aunque con insuficiencias) la obligación de escuchar al niño, especialmente a partir 
de los doce años, los servicios que atienden a los niños no siempre han interiorizado la 
necesidad de garantizar este derecho. 

En el ámbito de la protección, por ejemplo, los niños no siempre pueden expresar su 
opinión ante las medidas de protección adoptadas, y con frecuencia su opinión no se 
tiene en cuenta en caso de recursos institucionalizados. 

En el ámbito escolar, la institución del Síndic de Greuges observa cómo decisiones 
que afectan a los niños de manera especialmente intensa, como las relativas a la 
escolarización o a la gestión de conflictos entre iguales o entre profesorado y alumnado, 
a veces se adoptan sin haber escuchado ni tenido en cuenta la opinión del niño afectado. 

En el ámbito del ocio, la participación de los niños y adolescentes en la programación 
de actividades es claramente insuficiente. 

También se detectan carencias en la escucha de los niños en procedimientos judiciales 
relacionados con conflictos familiares, sobre todo en el caso de separaciones y divorcios 
conflictivos, en los que, a menudo, no se escucha como es debido a niños que se ven 
claramente afectados por las decisiones de los tribunales (custodia o régimen de 
visitas) ni se tienen en cuenta sus opiniones. 

Esta capacidad, que va más allá de la escucha, depende, entre otros aspectos, del grado 
de autonomía a la hora de actuar y decidir por uno mismo, del grado de responsabilidad 
que se tiene sobre los efectos de las propias acciones o de la conciencia y la voluntad 
de ejercer esa capacidad. La agencia se desarrolla a lo largo de la vida, en parte por 
factores psicológicos vinculados al desarrollo y la madurez personales, pero también 
por factores socioculturales vinculados a contextos institucionales que lo hagan 
posible y que fomenten la participación. 

Nuestro ordenamiento jurídico otorga a los progenitores la responsabilidad primordial 
de garantizar la crianza del niño, y les delega buena parte de la capacidad de agencia 
a la hora de decidir los aspectos que afectan a sus hijos.  

La capacidad de agencia es la facultad que tiene una persona 
para tomar decisiones propias, actuar de manera autónoma e 
influir en los aspectos que le afectan.

2.5. Inferiorización de la infancia a partir del criterio de 
madurez      
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El criterio biológico o cronológico se basa en la edad del niño como criterio 
objetivo y fácil de determinar, y establece la edad mínima para ciertas acciones. El 
criterio de madurez, en cambio, se basa en la capacidad de razonamiento del niño, 
independientemente de su edad, y se utiliza en ámbitos como el consentimiento 
médico, la participación en decisiones judiciales o el derecho a ser escuchado. 

El Código Civil de Cataluña (art. 211-5) establece que la capacidad de obrar de un menor 
no emancipado se valora teniendo en cuenta tanto la edad como su capacidad natural 
o madurez, de modo que no basta con tener una edad determinada, sino que también 
se debe valorar si el niño entiende y asume las consecuencias de sus actos.

Para determinar la capacidad de agencia de los niños, el 
ordenamiento jurídico combina el criterio biológico (o 
cronológico) y el criterio de madurez.

El criterio de madurez a menudo se utiliza para decidir si un niño está preparado para 
hacer determinadas actividades o para asumir determinadas responsabilidades. Con 
este criterio, por tanto, suele justificarse la necesidad de privar al niño de determinadas 
experiencias o de limitar su capacidad de actuación, con el argumento de su interés 
superior, porque todavía no tiene las condiciones necesarias para aprovechar esta 
capacidad o ejercerla adecuadamente.

A diferencia del criterio biológico, que habilita al niño a partir de una edad para asumir 
una determinada capacidad de actuación, el criterio de madurez es indeterminado 
y requiere una interpretación sobre esta capacidad en cada niño en particular. Esta 
interpretación queda en manos de la valoración que haga el adulto responsable del 
niño en cada contexto concreto (familiar, escolar, de ocio, etc.), como parte inherente 
al ejercicio de esta responsabilidad (parental, docente, etc.). 

Si bien el criterio de madurez puede ser una garantía, la indeterminación sobre su 
aplicación lleva asociados algunos riesgos que conviene destacar:

Por un lado, no hay garantías de que la interpretación que haga el adulto responsable 
esté realmente condicionada a las características y necesidades reales del niño, 
y no a factores intrínsecos del adulto. Se puede dar este último caso cuando la 
interpretación del criterio de madurez para determinar la capacidad de actuación del 
niño está relacionada fundamentalmente con factores como la trayectoria vital previa 
y la educación recibida por parte del adulto, su posicionamiento ideológico o estilo de 
socialización, así como sus necesidades organizativas o de conciliación del momento, 
por ejemplo. 

El criterio de madurez se puede utilizar como una forma de 
protección de los niños, para adecuar las actuaciones a sus 
necesidades evolutivas, pero también como una forma de 
desempoderamiento de la infancia.
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Por otro lado, el criterio de madurez puede utilizarse de manera restrictiva para limitar 
el desarrollo del niño. Por ejemplo, cuando se utiliza como justificación para restringir 
derechos y oportunidades que deberían estar al alcance de los niños, como el derecho 
a ser escuchado, en lugar de adaptarse a las necesidades individuales de cada niño. 
Con este pretexto, se puede retrasar el acceso del niño a experiencias enriquecedoras 
para su desarrollo. A la vez, esta limitación de la capacidad de actuación se puede 
fundamentar en unas expectativas bajas sobre lo que un determinado niño es capaz de 
hacer, que pueden afectar a la propia autopercepción del niño sobre sus capacidades 
reales. 

La indeterminación del criterio de madurez también puede favorecer determinadas 
características personales que no están necesariamente relacionadas con la madurez, 
como la obediencia o el orden, penalizando otras, como la introversión, determinadas 
dificultades idiomáticas y de comunicación o formas de comportamiento más 
heterodoxas o convencionales.

El criterio de madurez puede generar desigualdades entre los niños en el acceso a las 
oportunidades de desarrollo, y también injusticias en la aplicación, en el sentido de 
que puede tender a aplicarse de manera más restrictiva en niños con necesidades 
educativas especiales, socialmente vulnerables o culturalmente diferentes. 

Los niños socialmente vulnerables, por ejemplo, pueden ser considerados menos 
maduros por falta de determinadas experiencias o recursos, y los niños de origen 
inmigrado pueden ser considerados menos capaces de reproducir valores y normas 
diferentes a los de la cultura hegemónica de la sociedad de acogida, aunque en realidad 
tienen la misma capacidad de comprensión, decisión y adaptación.  

Aunque la LDOIA prevé la creación de consejos de participación territorial de niños y 
adolescentes (art. 27.1), más de la mitad de los municipios de más de 3.000 habitantes 
(51,1 %) no dispone de un consejo de participación territorial de infancia para garantizar su 
participación política, y una cuarta parte de los consejos tienen un nivel de dinamización 
baja (25,4 %) y no cuentan con un reglamento que regule su funcionamiento. 

A pesar de que la LODE reconoce el derecho de huelga o de no asistir a clase como 
resultado del derecho de reunión del alumnado a partir de 3.º de ESO sin necesidad 
de consentimiento de los progenitores, el reglamento que desarrolla este derecho, el 
Decreto 102/2010, obliga a disponer de la autorización de los progenitores para que la 
ausencia no sea considerada como falta.

Aunque la LOE también prevé que el alumnado de primaria puede participar en el consejo 
escolar del centro en los términos que establezcan las administraciones educativas, 
el Decreto 102/2010 prevé que los representantes del alumnado se escojan a partir del 

Con el criterio de madurez, se tiende a restringir especialmente 
la capacidad de participación política de los niños, y la 
legislación no siempre lo impide. 



[ 32 ]           Informe anual de infancia 2024

primer curso de educación secundaria obligatoria (art. 27.4), pero no abre la puerta a 
garantizar también la participación del alumnado de primaria. Debe mencionarse, 
además, que en los consejos escolares la representación del alumnado se encuentra 
generalmente en minoría en relación con el conjunto de miembros representantes de la 
dirección, el profesorado y las familias. 

La LOE también prevé la posibilidad de crear asociaciones de estudiantes, como forma 
de participación en el funcionamiento de los centros, pero la LEC limita esta posibilidad 
al alumnado a partir de 1.º de ESO, y no la amplía a primaria. 

Con carácter general, los niños y adolescentes tienen limitaciones para constituir 
asociaciones sin la asistencia de adultos o de representantes legales, o para ser 
miembros de los órganos de representación antes de la mayoría de edad. Si bien pueden 
trabajar y formar parte de sindicatos, no pueden ser representantes de trabajadores. 

Tampoco tienen derecho al sufragio activo y pasivo, a presentarse a elecciones o votar, 
ni pueden formar parte de partidos políticos.  

La mayoría de edad habilita a la persona para llevar a cabo actuaciones que no podía 
hacer durante la minoría de edad y le otorga la capacidad plena de obrar. Sin embargo, 
el desarrollo de las personas no finaliza a los dieciocho años.

El criterio biológico (o cronológico) también conlleva el riesgo 
de no adecuar las actuaciones a las necesidades evolutivas de 
los niños y adolescentes.  

La edad se computa desde el nacimiento de la persona, momento en que se la considera 
como tal (art. 29 del Código Civil) y a partir del cual adquiere una determinada 
capacidad jurídica y se convierte en sujeto de derechos. A medida que una persona 
alcanza una determinada edad, se le reconocen más capacidades para actuar con 
validez legal, ya sea con el apoyo de otros o de forma autónoma. El legislador parte de 
la idea de que, con el paso de los años –y especialmente con la llegada a la mayoría 
de edad–, la persona adquiere la capacidad suficiente para responsabilizarse de sus 
actos en los diferentes ámbitos de la vida.

Una primera edad de referencia es la de los doce años, a partir de la cual la legislación 
reconoce de manera más formal y reforzada el derecho de los niños y adolescentes a 

Para los niños y adolescentes, el criterio biológico (o 
cronológico) presenta cuatro edades de referencia, a partir de las 
cuales se produce un salto cualitativo en la facultad legal para 
llevar a cabo actos con efectos jurídicos y participar en la toma 
de decisiones. 

5.6. Asincronías en la capacidad de agencia de los niños en 
función del criterio biológico (o cronológico)
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ser escuchados. Aunque este derecho se reconoce a todos los niños, a partir de esta 
edad los adolescentes tienen más garantías para expresar sus opiniones en cualquier 
procedimiento judicial o administrativo que les afecte, así como en el ámbito familiar, 
escolar y social. También tienen derecho a ser informados sobre estos aspectos. 

Así, por ejemplo, en el ámbito de la protección, los adolescentes de doce años 
tienen derecho a recibir la notificación de la resolución de desamparo, a dar su 
consentimiento para formalizar un acogimiento familiar o a recibir información y 
ser escuchados en las diferentes fases del sistema de protección. En el ámbito de 
la salud, tienen derecho a ser escuchados en las decisiones que afectan a su salud, 
como el consentimiento en las prácticas de modificación genital. En el ámbito de la 
participación política, tienen derecho a participar en el consejo escolar de centro o 
a constituir asociaciones de estudiantes (a partir de 1.º de ESO). Y en el ámbito de la 
justicia, tienen derecho a ser escuchados en los procedimientos civiles de familia.

Una segunda edad de referencia es la de los catorce años, a partir de la cual se reconoce 
la responsabilidad de los adolescentes por sus actos, especialmente en el ámbito 
penal. La responsabilidad penal supone tener la capacidad mental para comprender 
y gestionar las consecuencias de los propios actos. Los adolescentes pueden ser 
procesados por delitos cometidos a partir de esta edad, aunque las medidas aplicadas 
son distintas de las de los adultos, con un enfoque más rehabilitador y educativo.

Además, los catorce años es la edad en la que los adolescentes pueden dar su 
consentimiento para el tratamiento de sus propios datos, de acuerdo con la normativa 
de protección de datos, pueden decidir constituir una asociación o no asistir a clase 
en caso de huelga de estudiantes (a partir de 3.º de ESO) y pueden entrar solos en 
discotecas de juventud o viajar solos, entre otras cosas. 

Una tercera edad de referencia es la de los dieciséis años, que es la edad en la que los 
adolescentes pueden emanciparse con autorización judicial o de los progenitores y 
adquirir una parte importante de derechos que son propios de la mayoría de edad. 
A partir de esta edad, pueden dejar de estudiar y ponerse a trabajar legalmente (con 
ciertas limitaciones), administrar los bienes adquiridos con el propio trabajo, ejercer 
el derecho de huelga o de libertad sindical, conducir motocicletas, acceder a los 
apoyos necesarios para preparar su transición a la vida adulta, dar su consentimiento 
sexual libre o contraer matrimonio (en caso de adolescentes emancipados), entre 
otros.

Esta también es una edad en la que los adolescentes deben dar su consentimiento 
para determinados actos que les afectan, a veces sin requerir el consentimiento 
de los progenitores. En el ámbito de la salud, por ejemplo, a partir de los dieciséis 
años es necesario requerir el consentimiento informado de los adolescentes para 
los tratamientos médicos, generalmente sin necesidad del consentimiento de los 
progenitores, como sucede en el caso de la interrupción voluntaria del embarazo o 
de los procesos de hormonación. También es necesario requerir su consentimiento 
informado para decidir quién les acompaña en los actos médicos. En esta edad, por 
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ejemplo, los adolescentes trans pueden cambiarse legalmente el nombre y el sexo 
registral.

En otros ámbitos, también es necesario el consentimiento de los progenitores (o una 
autorización judicial), por ejemplo, para emanciparse.

Por último, la cuarta edad de referencia es la de los dieciocho años, edad en la que se 
pierde la condición de menor y se alcanza la capacidad jurídica plena correspondiente 
a la mayoría de edad.

Algunas de las más significativas son:

 La asincronía entre la edad de responsabilidad de los propios actos y la edad en 
que es necesaria la autorización de los progenitores para llevarlos a cabo. Resulta 
contradictorio que a los catorce años un adolescente sea responsable de sus actos, 
pero no tenga autonomía para llevar a cabo la mayoría de actuaciones que le afectan 
hasta los dieciséis años, y necesite el consentimiento de sus representantes legales, 
que son los que tienen la responsabilidad primordial sobre el desarrollo de los niños 
y adolescentes. Esto supone que a los niños se les hace responsables penalmente 
de sus actos sin reconocer plenamente su capacidad de tomar decisiones de forma 
autónoma en la mayoría de los aspectos de su vida cotidiana.

 La asincronía entre la edad de contribución activa a la sociedad y la edad de 
participación política plena. Resulta contradictorio que los adolescentes de dieciséis 
años tengan edad para emanciparse y trabajar, pero no la tengan para votar en unas 
elecciones, formar parte de un partido político o ser representantes de los trabajadores 
hasta los dieciocho. A través del trabajo y del pago de impuestos, las personas 
contribuyen al funcionamiento de la sociedad y a la financiación del Estado y de las 
políticas públicas, que gestionan los gobiernos escogidos por sufragio. 

 La asincronía entre la edad de escolarización postobligatoria y la edad de participación 
en la elección escolar. Resulta contradictorio que los adolescentes puedan abandonar 
los estudios a los dieciséis años, cuando finaliza la edad de escolarización obligatoria, 
pero no puedan participar directamente en el procedimiento de admisión en las 
diferentes enseñanzas y presentar ellos mismos la solicitud de preinscripción hasta 
los dieciocho años (o los diecisiete, si cumplen la mayoría de edad ese mismo año). El 
proceso de preinscripción y matrícula recae en los progenitores o tutores legales y 
no en el alumnado, porque se considera una actuación que forma parte del ámbito de 
la patria potestad, y la capacidad de decisión del alumnado sobre el centro elegido o 
sobre los estudios postobligatorios que quieren cursar queda supeditada a la medida 
en que los escuchen sus progenitores o tutores legales.

El ordenamiento jurídico presenta desajustes o incongruencias 
en relación con lo que la legislación permite, prohíbe y fomenta 
en las diferentes edades y ámbitos de la vida de los niños y 
adolescentes.
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 La asincronía en la edad de tomar decisiones de manera autónoma con o sin 
autorización de los progenitores. Resulta contradictorio que a los dieciséis años no 
se requiera el consentimiento parental para determinadas actividades y sí para otras,  
aunque el impacto para la vida de los adolescentes sea menor. Por ejemplo, para 
la interrupción voluntaria del embarazo o para los tratamientos médicos, a partir 
de los dieciséis años no es necesario informar ni obtener el consentimiento de los 
progenitores. Tampoco es necesario para hacerse tatuajes, micropigmentaciones o 
piercings. A partir de esta edad también tienen el consentimiento sexual libre, y se 
pueden someter a procesos de hormonación para cambiar de sexo sin consentimiento 
de los progenitores, aunque sí con información previa. En cambio, a partir de los 
dieciséis años, aunque a los adolescentes se les reconoce la madurez y la capacidad 
suficientes para tomar decisiones trascendentes con un impacto sobre su salud, 
no tienen reconocida la madurez suficiente para poder presentar una solicitud de 
preinscripción escolar o para poder constituir una asociación sin un adulto, por 
citar algunos ejemplos. También tienen limitaciones en la capacidad de decisión 
sin autorización de los progenitores sobre la gestión del propio patrimonio o sobre la 
capacidad de contratar, como abrir una cuenta bancaria o firmar un contrato laboral. 

 La asincronía entre la edad en la que se permite el acceso a la pornografía, la edad 
de consentimiento para el uso de los datos personales y la edad con limitaciones en 
el uso de dispositivos electrónicos. A partir de los catorce años, un adolescente tiene 
la capacidad reconocida de ejercer su derecho de autodeterminación informativa 
sin el consentimiento de los progenitores, así como de acceder y utilizar las redes 
sociales. Sin embargo, no se ha establecido una edad para acceder a dispositivos 
móviles de uso individual ni se ha regulado la obligación de prever un sistema de 
control parental. Solo en el caso del ámbito escolar se imponen limitaciones en el 
uso del móvil hasta la ESO (dieciséis años). Los niños tienen prohibido el acceso a 
la pornografía hasta los dieciocho años, por ejemplo, pero la mayoría accede a estos 
contenidos antes de esta edad a través de los dispositivos móviles.  
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3. Recomendaciones

Es necesario encontrar un equilibrio adecuado entre la protección de los niños y el 
reconocimiento progresivo de su autonomía personal, así como entre la edad en la que 
los adolescentes se consideran responsables de sus actos y la edad en la que se considera 
que tienen la madurez suficiente para tomar decisiones sobre aspectos que les afectan 
sin la supervisión de adultos. Los dieciséis años representan un nivel de madurez en el 
que muchos adolescentes tienen ya la capacidad de entender las consecuencias de sus 
actos y de tomar decisiones informadas sobre su vida personal y social. En esta línea, 
además de garantizar el derecho a la emancipación o al trabajo, la síndica recomienda:

Garantizar el derecho al sufragio universal activo y pasivo a partir de los dieciséis años.

 Garantizar el derecho de los adolescentes a partir de los dieciséis años a formar parte 
de partidos políticos, a poder constituir asociaciones, etc.

 Establecer el derecho de autodeterminación informativa y el derecho de acceso a las 
redes sociales a los dieciséis años. 

 Garantizar el derecho de los adolescentes de dieciséis años o más a presentar 
solicitudes de admisión al sistema educativo.

 Ampliar la capacidad de los adolescentes de decidir sobre la administración de sus 
bienes y de firmar contratos sin representación de sus tutores legales. 

3.1. Establecimiento de la primera mayoría de edad a los 
dieciséis años   

La escolarización obligatoria de los seis a los dieciséis años y la universalización de la 
educación infantil de segundo ciclo hacen que el acceso a la educación sea universal de 
los tres a los quince años. El cambio que supuso aumentar la escolarización obligatoria de 
los catorce a los dieciséis años con la Ley orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de ordenación 
general del sistema educativo (LOGSE), junto con la apuesta por crear oferta de formación 
profesional, han permitido combatir el abandono escolar prematuro de manera efectiva, 
pues en las dos últimas décadas se ha reducido de manera significativa. Algunos países, 
como Portugal, han logrado reducirlo aún más ampliando la escolarización obligatoria 
hasta los dieciocho años. En esta línea, la síndica recomienda:

 Alargar la edad de escolarización obligatoria hasta los dieciocho años o hasta la 
finalización de los estudios secundarios postobligatorios, si ocurre antes.

 Continuar incrementando la oferta de formación profesional hasta conseguir cubrir 
toda la demanda para los ciclos formativos de grado medio y ampliar la oferta de 

3.2. Obligatoriedad de la escolarización y universalización de 
las oportunidades hasta los dieciocho años   
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programas de nuevas oportunidades. Además, reforzar los servicios de orientación en 
los centros de secundaria para garantizar la continuidad de los itinerarios formativos 
de los jóvenes con más dificultades.

 Garantizar la universalización de la escolarización en I2 mediante el incremento de la 
oferta y el despliegue de políticas de accesibilidad económica, como la gratuidad, para 
asegurar que todos los niños puedan acceder a ella. Si no se puede garantizar la provisión 
universal real, se recomienda discriminar positivamente al alumnado socialmente 
desfavorecido en el acceso a la gratuidad en I2, ya que tiene más dificultades para 
asumir el coste de la escolarización si no está en la oferta gratuita. Esto puede hacerse 
ampliando los criterios de renta más allá de la RGC, incrementando la reserva de plazas 
para alumnado con necesidades educativas específicas por razones socioeconómicas 
en I0 e I1, garantizando la gratuidad en I0 e I1 del alumnado vulnerable, etc.

 Adoptar medidas que promuevan la universalización del ocio educativo, como, 
por ejemplo, convocar ayudas para fomentar el acceso de los niños y adolescentes a 
actividades de ocio educativo en igualdad de oportunidades. Así se cumplen los artículos 
50.3 y 202 de la LEC, que establecen que el Departamento de Educación, por razones de 
oportunidad social, de equidad o de no discriminación por razones económicas, debe 
dar ayudas y otorgar becas para actividades extraescolares, si procede, a través de la 
transformación de las mochilas escolares, y ampliar la cobertura de la subvención que 
actualmente otorga el Departamento de Derechos Sociales e Inclusión para las ayudas 
de las entidades de educación en el ocio.

Es necesario reconocer que los niños y adolescentes tienen necesidades, derechos y 
capacidades diferentes de las personas adultas, que deben ser considerados de manera 
específica y prioritaria cuando se diseñan, se implementan y se evalúan políticas.

En esta línea, la síndica recomienda:

Establecer por norma los mínimos esenciales para garantizar el derecho de los 
niños a un nivel de vida adecuado, determinar la renta de suficiencia económica que 
necesita una familia para garantizar estos mínimos y crear una prestación específica 
condicionada por la renta para garantizar que las familias con niños que no tienen 
los ingresos suficientes para llegar a estos mínimos puedan hacerlo (si procede, como 
complemento de la RGC, modificando la ley que la regula).

 Modificar la Orden SLT/102/2015, de 21 de abril, por la que se establecen los plazos 
de referencia para la accesibilidad a las prestaciones sanitarias que son a cargo 
del Servicio Catalán de la Salud, del Departamento de Salud, a fin de establecer que 
la condición de niño sea un criterio de priorización en el acceso a las prestaciones 
sanitarias que tienen establecido un plazo de referencia y estudiar la conveniencia 
de establecer plazos máximos garantizados para los niños en los procedimientos que 
más afectan a su salud.

3.3. Tratamiento específico de la infancia en la formulación de 
políticas     
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 Regular las garantías de los niños de familias que han perdido su vivienda habitual 
o que corren el riesgo de perderla. Esto incluye considerar la presencia de niños en 
un núcleo familiar como un supuesto de emergencia social si hay riesgo de exclusión 
residencial, determinar qué condiciones residenciales son adecuadas para los niños, 
excluir las pensiones o los centros de acogida temporal como solución para atender 
las situaciones de emergencia social de familias con niños a cargo y garantizar la 
adjudicación inmediata de viviendas de emergencia social que garanticen condiciones 
residenciales adecuadas para los niños.

 Establecer un protocolo de actuación en caso de desahucio de familias con niños u 
otras personas vulnerables a cargo. Este protocolo debe definir criterios de intervención 
antes, durante y después del desahucio, como la búsqueda de una alternativa 
residencial en el entorno para impedir que la pérdida de vivienda suponga también 
un cambio de centro escolar; las garantías de que las condiciones residenciales sean 
adecuadas para el desarrollo de los niños, evitando recurrir a pensiones o centros de 
acogida temporal, o el uso de procedimientos adecuados que tengan en cuenta las 
necesidades de los niños cuando se requiera judicialmente la intervención de cuerpos 
policiales, entre otros.

 Regular las garantías específicas de los niños en el régimen sancionador en el 
procedimiento administrativo, como la proporcionalidad y la graduación de la sanción 
en función de la edad, la no responsabilidad por debajo de los catorce o dieciséis años 
(especialmente en el caso de sanciones económicas) y el deber de aplicar medidas 
sancionadoras de carácter educativo alternativas a las sanciones pecuniarias.

Las políticas de infancia tienden a dejar de lado las necesidades específicas de la 
primera infancia y la adolescencia o a ofrecer una cobertura insuficiente en estas etapas. 
El diseño de estas políticas no siempre presta atención a las necesidades de los niños 
y adolescentes a lo largo de todo el ciclo vital o, si lo hace, en ocasiones no establece 
diferencias en función de la edad, obviando que las necesidades de los niños no son 
uniformes a lo largo de este ciclo.

En esta línea, la síndica recomienda:

Desarrollar políticas de transferencia de renta para el apoyo a la crianza para las 
familias con niños a cargo que cubran todo el ciclo vital del niño, más allá de la 
prestación que se da actualmente en el momento del nacimiento.

 Garantizar servicios de acompañamiento familiar y de atención de las necesidades 
de los adolescentes en situación de riesgo, para evitar que deban ser atendidos por el 
sistema de protección.

 Reforzar la prevención y establecer un procedimiento más garantista en las 
declaraciones de desamparo para evitarlas si no son necesarias.

3.4. Cobertura de las necesidades a lo largo del ciclo de vida, con 
especial atención a la primera infancia y la adolescencia
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 Evitar la institucionalización de los niños tutelados menores de seis años y reducirla 
en el caso de los adolescentes. Para hacerlo, es necesario promover un modelo 
que diversifique las posibles respuestas e intervenciones y que incorpore nuevas 
metodologías, como el family group conference o conferencia de grupos familiares.

 Mejorar la cobertura y la intensidad del tratamiento en los CSMIJ, especialmente 
entre los adolescentes, incrementando las dotaciones de profesionales de la salud 
mental.

 Garantizar la atención de los niños en los CDIAP hasta los seis años y la continuidad 
asistencial del tratamiento en los CSMIJ a partir de esta edad.

 Garantizar la atención específica de las necesidades médicas de los adolescentes 
más allá de la edad hasta la cual está prevista la atención pediátrica (quince años) y 
alargarla hasta los diecisiete años.

 Continuar con el despliegue de los servicios de intervención socioeducativa e 
incrementar su cobertura territorial para garantizar la atención de los niños y 
adolescentes en situación de riesgo, también en la primera infancia y la adolescencia. 

 Diseñar un plan de promoción de la participación de los adolescentes y jóvenes en 
el ocio educativo, teniendo en cuenta sus necesidades e intereses en la programación 
de la oferta; favorecer el asociacionismo juvenil; desplegar políticas de promoción 
del acceso al ocio educativo entre la población joven, e identificar factores clave que 
ayuden a atraer y fidelizar a los adolescentes a la oferta y a favorecer su participación.

 Establecer importes diferenciados en las políticas de transferencia de renta (mochilas 
escolares, complemento de la RGC, CAPI, etc.) en función de la edad, teniendo presente 
que los gastos asociados a cada etapa evolutiva son diferentes.

 Adecuar los protocolos de actuación ante la detección de violencias en el ámbito 
escolar o del ocio a las necesidades de los niños y adolescentes y a las características 
de este fenómeno en las diferentes edades.

 Adaptar el lenguaje y los formatos de los programas dirigidos a la infancia en función 
de la edad de los destinatarios.
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El derecho a la escucha los de niños y adolescentes está establecido en nuestro 
ordenamiento jurídico como principio fundamental, estrechamente ligado al ejercicio del 
resto de los derechos de la infancia. Sin embargo, no siempre se dispone de las garantías 
necesarias para hacerlo efectivo, especialmente antes de los doce años. 

En esta línea, la síndica recomienda:

Promover una participación más activa de los niños y adolescentes y adoptar las 
medidas necesarias para eliminar los obstáculos que dificultan su derecho a ser 
escuchados en todas las decisiones que les afecten, teniendo en cuenta la observación 
general número 12 del Comité de los Derechos del Niño (derecho a ser escuchado).

 Proporcionar la máxima preparación de los profesionales que trabajan con menores 
para que se pueda hacer efectiva una escucha real del niño o adolescente, tanto de 
forma directa como indirecta, y adecuada a sus características. 

 Regular las garantías de información en los procedimientos y actos que afecten a 
los niños, asegurándose de que conozcan estos procedimientos y los resultados, y 
también cómo se han tenido en cuenta sus opiniones en la toma de decisiones. En 
caso contrario, explicar de forma motivada por qué sus opiniones no se han tenido en 
cuenta o solo se han tenido en cuenta parcialmente.

 Establecer garantías de escucha en todas las decisiones escolares, tanto en la 
escolarización (firma del niño en la solicitud) como en los procedimientos sancionadores 
o en los conflictos escolares. 

 En el caso de procesos judiciales de separación o divorcio, facilitar a los niños y 
adolescentes la información sobre las posibles decisiones judiciales que se pueden 
adoptar y sus consecuencias, y garantizarles el derecho a ser escuchados y a expresar 
sus opiniones libremente y que estas se tengan en cuenta. 

 Garantizar por ley procedimientos de queja y vías de recurso, así como la posibilidad 
de dirigirse a un defensor de sus derechos. Este derecho debe estar especialmente 
protegido en situaciones de vulnerabilidad, como en el caso de los niños y adolescentes 
dentro del sistema de protección, y debe garantizarse en condiciones de seguridad y 
confort para ellos, sin la intervención de los centros o de los acogedores. 

 Fomentar la divulgación de los derechos de los niños, para que sean conocidos tanto 
por la población general como por los propios niños y adolescentes, considerados 
sujetos activos.

3.5. Garantía del derecho a la escucha, también antes de los 
doce años
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